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Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México de 26 de noviembre de 2010

Derecho a la Integridad Personal

El Estado es responsable por la violación del derecho a la integridad personal, establecido en los artículos 5.1 y 5.2, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por los tratos crueles, inhumanos y degradantes infligidos a los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores, de conformidad con lo expuesto en los párrafos 110 a 125 de la Sentencia.

La Corte se referiré a hechos probados en relación con:
i) las declaraciones rendidas por las víctimas; en los hechos probatorios, hicieron mención a supuestos tratos crueles, inhumanos y degradantes o alegados actos de tortura de los que habían sido víctimas durante los días en que permanecieron bajo detención, mismos que fueron denunciados.

Los Tribunales nacionales consideraron incoherentes entre sí los testimonios, restándole valor a los mismos, sin embrago, la Corte estimó que los testimonios no pueden ser considerados como contradicciones, debido a que las circunstancias principales coinciden y a medida que se fueron ampliando las declaraciones, las víctimas señalaron más detalles de la alegada tortura;

ii) se emitieron 14 certificados médicos con el objetivo de certificar la integridad física, el estado físico y mental en el cumplimiento de la pena, entre otros; y
iii) los peritajes que en el proceso interno y ante la Corte tuvieron como objetivo analizar si existió tortura en el presente caso, sobresale el peritaje médico  realizado por la Organización “Médicos por los Derechos Humanos-Dinamarca”, donde concluyó que los resultados físicos coinciden con las declaraciones en cuanto al tiempo y método de la tortura sufrida a pesar de haber sido realizado a más de un año después de la detención. Los tribunales internos y el Estado consideraron que dicho peritaje era insuficiente para acreditar la tortura. La Corte hace notar que el Protocolo de Estambul, señala que “[e]s particularmente importante que [el] examen se haga en el momento más oportuno” y que “[d]e todas formas debe realizarse independientemente del tiempo que haya transcurrido desde el momento de la tortura”, con lo cual la realización del examen a más de un año de los hechos no cuestiona su validez.
También analizó el cumplimiento de la obligación de investigar en relación con dichos hechos, y por último se determina la calificación jurídica de los hechos del presente caso.
Obligación de Investigar los alegados actos de tortura
El Estado ha incumplido la obligación de investigar los alegados actos de tortura, en los términos de los artículos 5.1 y 5.2, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como de los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, en perjuicio de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores, de conformidad con lo expuesto en los párrafos 126 a 132 de la Sentencia.
La Corte observó que en el proceso penal interno, Montiel Flores indicó “que lo mojaban para darle toques [eléctricos] por períodos cortos”, por lo que se resalta que los toques eléctricos son un método de tortura cuya naturaleza es difícil de determinar,  toda vez que posible utilizar mecanismos para que no queden huellas visibles del hecho.

A pesar que en el transcurso del proceso penal los tribunales internos valoraron y estudiaron tanto los certificados médicos como los peritajes con el fin de analizar las alegadas torturas, la Corte observó que dicho proceso poseía un objeto distinto al de investigar a los presuntos responsables de la denuncia, ya que paralelamente se estaba juzgando a los señores Cabrera y Montiel. Por tanto, el no haber llevado a cabo una investigación autónoma contra los presuntos responsables en la jurisdicción ordinaria impidió disipar y aclarar los alegatos de tortura. Por todo lo anterior, para el Tribunal es claro que el Estado incumplió su deber de investigar ex officio los hechos violatorios de los derechos humanos.
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Garantía Judicial

El Estado es responsable por la violación de la garantía judicial reconocida en el artículo 8.3, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores, de conformidad con lo expuesto en los párrafos 165 a 177 de la Sentencia.

Las víctimas, “al realizar sus declaraciones autoinculpatorias ante el Ministerio Público Federal y después ante el Juez del Distrito Judicial de Mina, no se debieron tomar en cuenta porque todavía se encontraban bajo los efectos del miedo, la angustia y sentimientos de inferioridad, puesto que sólo habían pasado unos cuantos días desde su detención y maltratos físicos”. 

Al respecto el Estado indicó que la sentencia condenatoria “no había sido fundada exclusivamente en las confesiones hechas por los sentenciados”, debido a que el juez “conoció, valoró y adminiculó la totalidad de las pruebas y constancias integradas al expediente”.

La regla de exclusión de pruebas obtenidas mediante la tortura o tratos crueles e inhumanos (“regla de exclusión”) ostenta un carácter absoluto e inderogable, el aceptar o dar valor probatorio a declaraciones o confesiones obtenidas mediante coacción, que afecten a la persona o a un tercero, constituye a su vez una infracción a un juicio justo, por lo que el Estado esta obligado a excluir la evidencia respectiva del proceso judicial. 
Por lo que la Corte hizo referencia al comunicado (CAT/C/30/D/219/2002) de Naciones Unidas. Comité contra la Tortura. GK c. Suiza, 7 de mayo de 2003, donde se señala que el amplio alcance de la prohibición que figura en el artículo 15 de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes , en el que se prohíbe que pueda ser invocada como prueba “en ningún procedimiento” toda declaración que se demuestre que ha sido hecha como resultado de tortura, obedece al carácter absoluto de la prohibición de tortura y, en consecuencia, supone la obligación de que cada Estado Parte se cerciore de si las declaraciones admitidas como prueba en cualquier procedimiento sobre el que tenga jurisdicción, incluidos los procedimientos de extradición, se han obtenido o no como resultado de tortura.

Los tribunales nacionales al dar valor a las pruebas obtenidas mediante actos de  tortura o tratos crueles e inhumanos cometieron una violación a las garantías judiciales, además la práctica de tortura se ve aumentada por la fuerza jurídica otorgada a la primera declaración del inculpado, la cual es realizada ante el Ministerio Público y no ante un juez.

La Corte comparte el criterio del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de que en caso de existir evidencia razonable de que una persona ha sido torturada o tratada de manera cruel e inhumana, el hecho de que ratifique 
la confesión ante una autoridad distinta a la que realizó la acción, no conlleva automáticamente que dicha confesión sea válida.

Por lo anterior concluyó que los tribunales que conocieron la causa en todas las etapas del proceso debieron excluir totalmente las declaraciones ante el Ministerio Público y la confesión rendida el 7 de mayo de 1999, por cuanto la existencia de tratos crueles e inhumanos inhabilitaba el uso probatorio de dichas evidencias, de conformidad con los estándares internacionales anteriormente expuestos.
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Garantías Judiciales y a la Protección Judicial

El Estado es responsable por la violación de los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial reconocidos en los artículos 8.1 y 25.1, respectivamente, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, al haberse sometido el conocimiento de las alegadas torturas a la jurisdicción penal militar, en perjuicio de los señores Teodoro Cabrera García y Rodolfo Montiel Flores, de conformidad con lo expuesto en los párrafos 197 a 201 y 203 a 206 de la Sentencia.

La Corte se refirió a la jurisprudencia donde señala que la jurisdicción militar no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de alegadas violaciones de derechos humanos, sino que el procesamiento de los responsables corresponde siempre a la justicia ordinaria, esta conclusión aplica no sólo para casos de tortura, desaparición forzada y violación sexual, sino a todas las violaciones de derechos humanos.
Los tratos crueles, inhumanos y degradantes cometidos en contra de una persona por parte de personal militar, son actos que no guardan, en ningún caso, relación con la disciplina o la misión castrense, por el contrario, los actos alegados cometidos por personal militar contra los señores Cabrera y Montiel afectaron bienes jurídicos tutelados por el derecho penal interno y la Convención Americana.

Tales conductas fueron contrarias a los deberes de respeto y protección de los derechos humanos y, por tanto, queda excluida de la competencia de la jurisdicción militar. Aun cuando la intervención del fuero militar no superó la etapa de investigación del Ministerio Público Militar, contrarió los parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e implicó la aplicación de un fuero personal que operó sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos involucrados.

Al respecto, el Estado alegó que en el sentido de subsanar las falencias relacionadas con la intervención de la justicia penal militar en la investigación, en el fuero ordinario se ventilaron los alegatos de tortura con el fin de establecer si se debía excluir cierta evidencia.

A lo que la Corte refirió que el objetivo exclusivo de dicho proceso no era investigar, juzgar y eventualmente sancionar a los presuntos responsables de la tortura, por tanto, no se subsanaron o convalidaron los efectos de una investigación judicial iniciada en virtud de una denuncia específica de tortura o malos tratos, con las decisiones que se hayan tomado dentro de un proceso judicial cuya línea investigativa no fue la de esclarecerlos, sino por el contrario, investigar a los denunciantes. 

Durante el transcurso de la averiguación previa los señores Cabrera y Montiel presentaron un escrito ante la Procuraduría General de Justicia Militar, 
mediante el cual intentaron que dicha institución declinara su competencia y se devolviera el proceso a la jurisdicción civil, pero dicha solicitud no fue contestada, por lo que el Estado no controvirtió la falta de respuesta a la mencionada solicitud, con esta omisión las victimas quedaron imposibilitadas para impugnar la extensión del fuero militar sobre la investigación de la tortura infligida en su contra.
Con base en lo anterior se concluyó que el Estado violó el derecho a las garantías judiciales, porque la justicia penal militar no resulta competente, y los señores Cabrera y Montiel no pudieron impugnar efectivamente la competencia de aquélla para conocer de asuntos que, por su naturaleza, deben corresponder a las autoridades del fuero ordinario. En consecuencia, no contaron con recursos efectivos para impugnar el conocimiento de la alegada tortura por la jurisdicción militar.

No se pronuncio respecto a la independencia o imparcialidad del fuero militar.
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Puntos en materia de Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos

( Caso Fernández Ortega y otros. vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010
 Serie C No. 215, párrafos 176 a 180

La Corte al aborda el tema de la intervención de la jurisdicción militar, precisa que esta sólo debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar, por lo que no es competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos sino que el procesamiento de los responsables debe corresponder a la justicia ordinaria. 

En el mismo orden de ideas, debe tomarse en cuenta el sujeto pasivo de los delitos o faltas del orden militar, porque se encuentran involucrados bienes jurídicos propios del régimen ordinario, por ello, cuando la justicia militar conoce de un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, lo que se engarza al derecho de acceso a la justicia. 

Así, se reitera que en la vulneración de derechos humanos de personas civiles no puede operar la jurisdicción militar, señalando que la incompatibilidad de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) con la intervención del fuero militar no se refiere únicamente al acto de juzgar, sino fundamentalmente a la propia investigación, dado que su actuación constituye el inicio y el presupuesto necesario para la posterior intervención de un tribunal incompetente. 

( Caso Rosendo Cantú y otra vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010

Serie C No. 216, párrafos 160 a 164

Se precisa que el fuero militar sólo debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar, por lo que cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso que se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia.

Cuando se vulneren derechos humanos de personas civiles bajo ninguna circunstancia puede operar la jurisdicción militar, debido a que la intervención 
del fuero militar en la averiguación previa contraria los parámetros de excepcionalidad y restricción que lo caracterizan e implica la aplicación de un fuero personal que opera sin tomar en cuenta la naturaleza de los actos involucrados. 
La incompatibilidad de la CADH con la intervención del fuero militar no se refiere únicamente al acto de juzgar a cargo de un tribunal, sino fundamentalmente a la propia investigación, dado que su actuación constituye el inicio y el presupuesto necesario para la posterior intervención de un tribunal incompetente. 

( Caso Radilla Pacheco vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de Noviembre de 2009
Serie C No. 209, párrafos 272 a 275 y 286

Recordando que en los Estados democráticos la jurisdicción penal militar, en tiempos de paz ha tendido a reducirse e incluso a desaparecer, pero en caso de que un Estado la conserve, su utilización debe ser mínima y debe encontrarse inspirada en los principios y garantías contenidos en el derecho.

Por ello,  el fuero militar sólo debe juzgar a militares activos por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar, por lo que la jurisdicción penal militar no es el fuero competente para investigar y, en su caso, juzgar y sancionar a los autores de violaciones de derechos humanos sino que el procesamiento de los responsables corresponde a la justicia ordinaria.
En consecuencia cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, que esta ligado con el derecho de acceso a la justicia.

El criterio que prevalece en situaciones donde se vulneren derechos humanos de civiles bajo ninguna circunstancia puede operar la jurisdicción militar, por lo cual, cuando los tribunales militares conocen de violaciones a derechos humanos en contra de civiles ejercen jurisdicción no solamente respecto del imputado con estatus de militar en situación de actividad, sino también sobre la víctima civil, quien tiene derecho a participar en el proceso penal no sólo para efectos de la respectiva reparación del daño, sino también para hacer efectivos sus derechos a la verdad y a la justicia.

En ese sentido determina que los delitos cometidos por militares estando en servicio o con motivo de actos del mismo, no es suficiente para que su conocimiento corresponda a la justicia castrense.

( Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Voto concurrente de la Jueza Cecilia Medina Quiroga
El voto de la Jueza Cecilia Medina no concuerda con el hecho de que la Corte no haya calificado como tortura las acciones perpetradas en contra de las víctimas. 

Debido a que en otros casos se ha calificado una conducta como tortura, teniendo como elemento principal la severidad de la acción y cómo la misma afecta a la víctima, siendo la conducta la que hace una distinción entre tortura y otros tratamientos crueles, inhumanos o degradantes. 

En el caso Bueno Alves Vs. Argentina, ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se consideró que un acto constitutivo de tortura se da cuando el maltrato es: a) intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales; y c) se cometa con determinado fin o propósito, donde la intencionalidad se refiere a la conciencia del sujeto de que está realizando un acto que va a causar un sufrimiento o un sentimiento de humillación y el propósito se refiere a las razones por las cuales lo ejecuta (dominación, discriminación, sadismo, logro de alguna acción u omisión de la víctima u otros).
La intención y el fin o propósito, pueden existir en los tratamientos crueles, inhumanos o degradantes, sin embargo, lo que distingue la tortura de otros tratos, es la severidad del sufrimiento físico o mental.

En el caso Irlanda Vs. Reino Unido, ante la Corte Europea de Derechos Humanos (CEDH), se precisó que la tortura se refiere a un trato inhumano que causa sufrimiento muy serio y cruel.
La CEDH en ninguna decisión o interpretaciones hace alusión al requisito de la exigencia de la participación activa, la aquiescencia o tolerancia, o la inacción de un agente estatal, ese requisito es agregado por la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura (en adelante “la CIPST”) y por la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (en adelante “Convención contra la Tortura”).

Por lo que el concepto de tortura se ha construido a través de la interpretación auténtica de las convenciones, así el concepto de tortura de la Corte, no debe ser necesariamente igual al de dichas convenciones y no debe ineludiblemente ser aplicado. 

Con base en lo anterior, el concepto de tortura desarrollado en el sistema europeo de derechos humanos y la definición prevista en la CIPST, ha formado 
un verdadero régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas de tortura.
En el Tribunal para la Ex-Yugoslavia, se precisó que hay tres elementos en la tortura que no son objetados y que constituyen, por consiguiente, jus cogens: i) el sufrimiento o dolor severos, físicos o mentales, ya sea por acción u omisión; ii) la intencionalidad del acto y iii) la motivación o fin del acto para conseguir algo, pero también hay tres elementos que no forman parte del jus cogens: i) la lista de motivaciones por las cuales el acto se comete; ii) la necesidad de que el acto se cometa en conexión con un conflicto armado; y iii) el requisito de que el acto sea perpetrado o sea instigado por un agente del Estado o se realice con su consentimiento.

Así la Jueza sostiene que la Corte no está obligada a aplicar o a guiarse ni por la definición de la CIPST ni por la de la Convención contra la Tortura, sino que debería hacer prevalecer la concepción del jus cogens, puesto que ella establece la mejor protección para las víctimas de tortura. 
Por ultimo, señala que el artículo 16 de la CIPST dispone que esa convención “deja a salvo lo dispuesto por la CADH, por otras convenciones sobre la materia y por el Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos respecto del delito de tortura”, en consecuencia, interpretar la tortura apartándose de dicha convención no constituye un incumplimiento de la misma sino , por el contrario, su aplicación fiel.

( Caso Bayarri vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de octubre de 2008
Serie C No. 187, párrafos 88 y 108

Respecto al derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, se resaltan los argumentos esgrimidos por la Sala I de la Cámara de Apelaciones de Argentina, que declaró invalida la confesión del señor Bayarri y anuló los actos procesales derivados de la misma, dichos argumentos refieren que en las confesiones de los imputados prestadas bajo tormento, se advierte un conflicto entre dos intereses distintos: por un lado, el interés social de aplicar rápida y eficientemente la ley penal y, por otro, el interés de la comunidad de que los derechos de los individuos no resulten menoscabados por métodos inconstitucionales de ejecución de la ley penal. 

Por lo que el máximo Tribunal de Argentina se inclinó por la supremacía del interés de la comunidad, sosteniendo que la Asamblea de 1813, calificó al tormento como “invención horrorosa para descubrir los delincuentes” y mandó a quemar los instrumentos para aplicarlo, decisión que se concretó en la prohibición de obligar a alguien a declarar contra sí mismo.
En el mismo sentido, el Estado no puede hacer valer como prueba de cargo aquellos elementos que han sido incorporados a una investigación de manera ilegal, es decir, afectando derechos individuales reconocidos constitucionalmente. Por lo que se debe aplicar la doctrina del fruto del árbol venenoso, que postula que no sólo se debe excluir la prueba obtenida en forma ilegal sino que igualmente deben dejar de considerarse otras evidencias que se encontraron o que fueron fruto de la información obtenida ilegalmente.

( Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de  4 de julio de 2006

Serie C No. 149, párrafo 147
En lo que toca a la obligación de garantizar los derechos humanos consagrados en la CADH, no se agota con la existencia de un orden normativo dirigido a hacer posible el cumplimiento de esta obligación, sino que implica la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. 

De tal manera que,  para garantizar efectivamente el derecho a la vida y a la integridad personal es necesario que el cumplimiento del deber de investigar las afectaciones a los mismos, sea garantizado.
( Caso Tibi vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004
Serie C No. 114, párrafo 146
Se precisa que las conductas de torturas físicas y psíquicas, son aquellos actos que han sido preparados y realizados deliberadamente contra la víctima para suprimir su resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse o a confesar determinadas conductas delictivas o para someterla a modalidades de castigos adicionales a la privación de la libertad en sí misma.

( Caso Maritza Urrutia vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas

Sentencia de 27 de noviembre de 2003

Serie C No. 103, párrafo 93

Respecto a los actos de tortura, se debe tomar en cuenta las circunstancias de cada caso en particular, por lo que, los actos de agresión infligidos a una persona pueden calificarse como torturas psíquicas, particularmente los que han sido preparados y realizados deliberadamente contra la víctima para suprimir su resistencia psíquica y forzarla a autoinculparse o a confesar 
determinadas conductas delictivas o para someterla a castigos adicionales a la privación de la libertad en sí misma.

( Caso Cantoral Benavides vs. Perú. Fondo 
Sentencia de 18 de agosto de 2000
Serie C No. 69, párrafos. 104 y 115

Se esgrime el argumento reiterado que cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a su vez, encuéntrase íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia.
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